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Medellín, veinticinco (25) de agosto de dos mil veintidós (2022).  

 

Procede el Tribunal  a decidi r el  recurso de apelación interpuesto por  el  

apoderado de la codemandada Gloria Amparo Osorio , f rente al  auto proferido 

el 15 de octubre de 2019, por el  Juzgado Segundo Civi l  del Circuito de Bel lo, 

en el que dicho Despacho decidió no apl icar el  art ículo 121 del C.G.P.  

 

I . ANTECEDENTES 

 

Mediante apoderado judicial  Al ianza Fiduciaria  S.A. presentó demanda 

pretendiendo se dec lare la nul idad de un contrato de compraventa de bien 

inmueble contenido en la escri tura públ ica N° 3917 del 21 de jul io de 1980, 

así como de otras t res escri turas posteriores, por indebida ident i f icación del  

inmueble.  

 

La demanda se admit ió el  2 de jul io  de 2015, en contra de Gloria Amparo 

Osorio Flórez, providencia donde se ordenó vincular a María Al icia, Gloria 

Teresa, Joaquín Enrique y Germán Jaramil lo Olano y, posteriormente, se 

dispuso la vinculación de los herederos indeterminados de José Jai ro Osor io 

Garcés y Joaquín Jaramil lo Sierra .   
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Integrado el contradictor io , en auto del 1 de agosto de 2019, el  juzgado ci tó 

a audiencia inicial  y decretó pruebas.  

 

El 18 de sept iembre de 2019  (Memorial  obrante a fol io 2 del PDF 56) , el  

apoderado de la codemandada Gloria Amparo Osorio  sol ici tó al  juzgado de 

primer grado que diera apl icación al art ículo 121 del C.G.P. ,  aduciendo la  

pérdida de competencia de ese Despacho,  debido a que la úl t ima not i f icación 

se real izó el 31 de jul io de 2018, a pesar de lo cual,  pas ado un año, no se 

había emit ido sentencia  

 

En proveído del 15 de octubre de 2019, el  juzgado de primer a instancia 

denegó la sol ici tud;  para l legar a tal  conclusión ref i r ió a la sentencia C -443 

de 2019, donde la Corte Const i tucional declaró la inexiquibi l i dad de la 

expresión “de pleno derecho”  y la exequibi l idad condicionada del resto del 

inciso 6 del art ículo 121 del C.G.P.,  señalando que dicha Corporación 

estableció que la apl icación de la mentada norma no es objet iva y que en 

este caso concreto se cumplen unas si tuaciones subjet ivas para no apl icar la,  

consistentes en: ( i )  la necesidad de vinculación de personas que no fueron 

demandadas inicialmente;  ( i i ) formulación de excepciones previas y demanda 

de reconvención; ( i i i )  razones ajenas al Despacho que dif icultaron la 

real ización de la audiencia inicial  y ( iv)  al ta carga laboral del juzgado por 

acciones const i tucionales y otros t rámites administrat ivos.   

 

I I .  LA IMPUGNACIÓN 

 

Inconforme con la decisión así proferida, formuló la parte sol ic i tante recurso 

de reposición y en subsidio  apelación, señalando que las razones expuestas 

por el  juzgado no just i f ican la omisión en la apl icación de la norma discut ida ,  

porque el proceso no ha tenido t rámites evidentemente di lator ios;  sino, 

trámites normales que pueden sur t i r en cualquier asunto, a pesar de lo cual  

se ha demorado más de cuatro años; porque las razones externas al proceso 

de carga laboral no pueden afectar la duraci ón del proceso y porque la 

sol ici tud fue presentada en la oportunidad establecida por la Corte  

Const i tucional.   
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Decidida desfavorablemente la reposición y luego de una larga discusión 

sobre la procedencia de la alzada, habiendo este Despacho declarado 

indebidamente denegado el  recurso de apelación, la alzada fue concedida en 

auto del 28 de marzo de 2022, luego de lo cual se corrió t raslado a la parte 

no recurrente el 7 de abri l  del mismo año,  sin pronunciamiento.   

 

Después de lo anterior,  e l  expediente fue  remit ido a esta Corporación y  

repart ido nuevamente a este Despacho el  27 de abri l  de 2022,  siendo 

procedente resolver de plano conforme establece el art ículo 326 del  Código 

General del Proceso.  

 

I I I .  CONSIDERACIONES  

 

1.  LAS NULIDADES PROCESALES.  

Ha sostenido la doctrina que la nul idad es una sanción procesal que priva a 

los actos y a las etapas procedimentales de sus efectos normales desde su 

ef icacia, en atención a la inobservancia de ciertas reglas fundamentales del 

postulado del debido proceso, como las referentes a las formas, la garantía 

de contradicción y las pautas propias del principio de Ju ez natural.  

 

El Código General del Proceso, en su capítulo I I ,  t í tulo IV, del l ibro 2º,  

regula lo at inente a las nul idades que pueden inval idar total  o parcialmente 

el proceso, régimen que entre otros, se encuentra sometido al pr incipio de 

taxat ividad o especi f icidad, según el cual sólo const i tuyen causales de 

nul idad los asuntos previstos como tales en el  ordenamiento procesal,  de 

donde se concluye que el legislador, luego de precisar en el  inciso 1º del 

art ículo 133 de la obra en ci ta, que el proceso es n ulo en todo o en parte 

solamente en los 8 casos que al l í  se enl istan, termina diciendo en el único 

parágrafo con que cuenta dicha norma, que “ las demás i rregular idades del  

proceso se tendrán por subsanadas, si  no se impugnan oportunamente por 

los mecanismos que este código establece” .   

 

Y el Código General  del Proceso estableció en el art ículo 121 una nueva 

regla para asignar la apt i tud legal para el conocimiento de un proceso 
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determinado, la cual  ref iere que, si  el  juez no dicta sentencia el término de 

un año, luego de haberse not i f icado a la parte demandada, éste pierde la 

competencia y quien debe conocer el  proceso es el Juez que le siga en 

turno, con la consecuencia jurídica de que toda actuación posterior a esa 

fecha está viciada con nul idad. La norma i ndicada dispone expresamente:  

 

ARTÍCULO 121. DURACIÓN DEL PROCESO.  Salvo interrupción o  
suspensión de l proceso por causa legal,  no podrá transcurr ir  un lapso 
superior a un (1) año para dictar sentencia de primera o única 
instancia,  contado a part i r  de la not i f icac ión del auto admisorio de la  
demanda o mandamiento ejecut ivo a la parte demandada o ejecutada.  
Del mismo modo, el  p lazo para reso lver la segunda instancia,  no podrá 
ser  super ior  a  se is  (6) meses, contados a  part i r  de la recepción del  
expediente en  la secretaría del  juzgado o t r ibunal.  
 
<Inciso CONDICIONALMENTE exequib le> Vencido el respect ivo 
término previsto en e l inciso anterior s in haberse d ictado la providencia  
correspondiente,  e l  funcionar io perderá automáticamente competencia  
para conocer de l  proceso, por lo cual,  a l  día sigu iente,  deberá 
informar lo a la Sa la  Admin ist rat iva del Consejo Superior de la 
Judicatura y remit i r  e l  expediente al  juez o magistrado que le sigue en 
turno, quien asumirá competencia y pro fer irá  la providencia dentro  del  
término máximo de se is (6) meses. La remisión del expediente se hará 
directamente, s in necesidad de reparto ni  part ic ipac ión de las of ic inas 
de apoyo judicia l .  El juez o magist rado que recibe el  proceso deberá 
informar a la Sala Admin ist rat iva del Consejo Su perior de la Judicatura 
sobre la  recepción de l expediente y la emis ión de la sentencia.  
 
La Sala Admin ist rat iva del Consejo Super ior de la Jud icatura,  por 
razones de congest ión, podrá prev iamente indicar a los jueces de 
determinados munic ip ios o c i rcui tos judic ia les que la remisión de 
expedientes deba efectuarse al  prop io Consejo  Super ior  de la  
Judicatura,  o a un juez determinado.  
 
Cuando en el lugar no haya otro juez de la misma categoría y 
especia l idad, e l  proceso pasará al  juez que designe la sala  de 
gobierno del  t r ibunal superior respect ivo.  
 
Excepcionalmente el  juez o magist rado podrá prorrogar por una sola  
vez e l  término para resolver la instancia respect iva,  hasta por seis (6)  
meses más, con expl icación de la necesidad de hacerlo,  mediante auto  
que no admite recurso.  
 
<Inciso CONDICIONALMENTE exequible,  aparte tachado 
INEXEQUIBLE> Será nula de pleno derecho  la actuación poster ior que 
real ice el  juez que haya perdido competencia para emit i r  la respect iva 
providencia.  
 
Para la observancia de los términos  señalados en el presente art ículo,  
e l  juez o magistrado e jercerá los poderes de ordenación e instrucc ión,  
d isc ip l inar ios y correccionales estab lecidos en la ley.  
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<Inciso CONDICIONALMENTE exequib le> El vencimiento de los 
términos a que se ref iere  este art í culo,  deberá ser ten ido en cuenta 
como cri ter io obl igator io de cal i f icac ión de desempeño de los dist intos 
funcionar ios judicia les.  
 
PARÁGRAFO .  Lo previsto en este ar t ículo  también se apl icará a las 
autoridades admin ist ra t ivas cuando ejerzan funciones jur is dicc ionales. 
Cuando la  autor idad adminis trat iva  pierda competencia,  deberá 
remit i r lo inmediatamente a la autoridad judic ia l  desplazada.  

 

IV CASO CONCRETO.  

 

1.  El tema que hoy se pone en conocimiento ref iere entonces a la especial 

causal de nul idad establec ida en el art ículo 121 del C.G.P.,  tema que  es 

complejo, álgido y que ha generado variadas discusiones en la jurisdicci ón, 

lo que impl ica entonces un estudio juicioso y detal lado de cada caso, donde 

el fal lador de forma sustentada anal ice y asuma posición al respecto.  

 

Así  entonces, e l  entendimiento que debe dársele al  art ículo ci tado ha sido 

objeto de múlt iples y diversos pronunciamientos judiciales, por ejemplo, al  

inter ior de la Corte Suprema de Just icia se presentaron inicialmente 

posiciones encontradas, en las que se entendía , por un lado, que ese 

término era un asunto objet ivo y que la nul idad generada operaba de pleno 

derecho como lo decía la norma 1;  y por ot ro lado, que correspondía anal izar 

las part icularidades de cada caso,  permit iendo la subjet ivi dad y el  

saneamiento de la nul idad ya que la “hipótesis de inval idación no puede ser 

anal izada al margen de la doctrina que aboga por la conservación de los 

actos procesales y reclama por la sanción de los supuestos de insalvable 

transgresión del derecho fundamental al  debido proceso” 2.  

 

Por su parte, la Corte Const i tuciona l en Sentencia T-341 de 2018 Magist rado 

Ponente Carlos Bernal Pul ido, l legó a la conclusión que el término planteado 

en el mentado art ículo debe ser anal izado acorde con las part icularida des de 

cada caso,  atendiendo siempre a las garantías del plazo razonable y el  

principio de la lealtad procesal;  no obstante, dejó planteadas varias causales 

                                                 
1 STC8849 de 2018, M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo 

 
2 STC21350-2017, M.P. Luis Alonso Rico Puerta 
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que en el caso de acreditarse,  dan lugar a la pérdida de competencia. La 

sentencia reza de la siguiente manera:  

 
“Es por el lo que en la sede de acción de tute la debe considerarse que 
el juez ord inar io no incurre en defecto orgánico al  aceptar que el  
término previsto en el  art ícu lo 121 del Código General del Proceso,  
para dictar  sentencia  de pr imera o de  segunda instancia,  s i  b ien 
impl ica un mandato legal que debe ser atendido, en todo caso un 
incumplimiento meramente objet ivo del mismo no puede impl icar ,  a 
pr ior i ,  la pérdida de la  competencia de l respect ivo funcionario  jud icia l  
y,  por lo tanto la conf igu rac ión de la causal de nul idad de pleno 
derecho de las prov idencias d ictadas por fuera del  término f i jado en 
dicha norma, no opera de manera automát ica.  
 
112. En esa medida, tendrá lugar la conva l idac ión de la actuación 
judic ia l  extemporánea en los término s del art ícu lo 121 del C.G.P.,  
bajo el  razonamiento expuesto por la  Sala de Casación Civ i l  de la  
Corte Suprema de Just ic ia que se menciona en los fundamentos 
juríd icos 96 al  102 de la presente providencia,  esto es:  cuando lo que 
se pretenda sea la efect iv idad de los derechos reconocidos por la  ley 
sustancial  y la obtención de resul tados normat ivos inst i tuc iona les,  
s iempre dentro  del  marco de la garantía del p lazo razonable y el  
pr inc ip io  de la lealtad procesa l.  
 
113. Por el  cont rar io ,  la actuación extemporá nea del func ionario  
judic ia l  no podrá ser conval idada y,  por tanto,  dará lugar a la pérd ida 
de competencia,  cuando en el caso concreto se ver i f ique la  
concurrencia de los s iguientes supuestos:  
 
( i )  Que la  pérd ida de competencia  se a legue por cualqu iera  de las 
partes antes de que se prof iera sentencia  de primera o de segunda 
instancia.  
( i i )  Que el incumplimiento del p lazo f i jado no se encuentre just i f icado 
por causa legal de interrupción o suspensión del proceso.  
( i i i )  Que no se haya prorrogado la  competenci a por parte  de la  
autoridad jud icia l  a  cargo de l t rámite  para reso lver  la instancia  
respect iva,  de la manera prev ista en e l inciso quinto del art ículo 121 
del C.G.P.  
( iv) Que la conducta de las partes no evidencie un uso desmedido,  
abusivo o di lator io de los medios de defensa judic ia l  durante  el  
t rámite de la instancia correspondiente,  que hayan incid ido en el  
término de duración de l proceso.  
(v) Que la sentencia  de primera o de segunda instancia,  según 
corresponda, no se haya proferido en un p lazo razonabl e.  

 

En la actual idad la discusión se encuentra zanjada ante el pron unciamiento 

de const i tucional idad del apartado de la norma que aludía a la nul idad de 

pleno derecho, como sanción ante el vencimiento del término para resolver 

sin que se hubiere dictado el  fal lo,  pronunciamiento contenido en la 

Sentencia C-443 del 25 de sept iembre de 2019, en la que se declaró 
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inexequible la expresión “de pleno derecho”  contenida en el inciso 6º del 

art ículo 121 del C.G.P. y se dejó claro que la pérdida de competencia y la 

nul idad consecuencial a dicha pérdida, deben ser alegadas antes de 

proferi rse sentencia,  así como que la nul idad es saneable, en los términos 

del art ículo 136 del C.G.P. .  

 

Por su relevancia para el caso concreto, se ci ta rán las conclusiones más 

importantes a las que l legó la Corte Const i tucional en la referida sentencia 

C-443 de 2019, así :   

 

“…En este  orden de ideas, la Sa la concluye que la ca l i f icac ión de 
pleno derecho de la nul idad de las ac tuaciones adelantadas por e l  
juez que p ierde la competencia  por el  vencimiento del  término para 
conclu ir  la respect iva instancia,  vulnera e l  derecho la reso luc ión 
oportuna de las decisiones jud ic ia l ,  e l  derecho de acceso a la  
admin ist rac ión de just ic ia,  e l  derecho a l debido proceso y la 
prevalencia de l derecho sustancial .  Por el lo,  la Corte declarará la  
inexequib i l idad de la expres ión “de pleno derecho”  contenida en el 
inciso 6 del refer ido precepto legal.  
 
6.5.  Ahora bien,  dado que la f igura de la nu l idad de pleno derecho se 
enmarca y hace parte  de una regulac ión integ ral  sobre la durac ión de 
los procesos estab lec ida en el art ícu lo 121 del CGP, y  que además 
const i tuye una modal idad especia l  de nul idad dentro  del  rég imen 
general estab lecido en la legis lac ión procesal,  resulta indisp ensable  
determinar la  repercusión de la  declaratoria de inexequib i l idad de la  
expres ión “de p leno derecho”  en todo este comple jo normat ivo. (…)  
 
(…)  No obstante,  como quiera que la declaratoria de inexequibi l idad 
versa exc lus ivamente sobre la  expresión “de pleno derecho”,  pero 
mantiene la va l idez de la nul idad de las actuaciones adelantadas por 
los jueces por fuera del té rmino lega l,  se debe precisar  e l  a lcance 
que t iene esta f igura a  la luz de la decisión judicia l .   
 
(…)  De esta manera,  la Sala deberá integrar conformar la un idad 
normat iva con resto de l inciso 6 que regu lan la f igura de la nul idad de 
las actuaciones extemporáneas de los ju eces, ac larando,  pr imero,  
que la pérdida de la competencia y la nul idad consecuencia l  a dicha 
pérdida, debe ser  a legada antes de profer irse sentencia,  y segund o,  
que la nul idad es saneable en los térm inos del art ículo 136 del CGP.  
Por ot ro lado,  como quiera que la nu l idad contemplada en e l art ículo  
121 del CGP se orig ina y t iene fundamento en la f igura de la pérd ida 
automática de la competencia prev ista en el i nciso 2 del mismo 
art ícu lo 121 de l C.G.P.,  se debe ac larar e l  a l cance de este ú l t imo a la  
luz del  presente pronunciamiento judic ia l .   
 
(…)Conformada la un idad normat iva en función de la ident idad de 
contenidos y con el  propósito de evitar la inocuidad del  fa l lo judicia l ,  
se declarará la exequibi l idad condic ionada del inc iso 2 de l art ículo  



P á g i n a  8  d e  1 4  
M    C    O    P     R a d i ca d o  0 5 0 8 8  3 1  0 3  0 0 2  2 015  0 0 3 8 4  0 2  

121 del CGP, para aclarar que este es const i tuc ional,  en tanto  se 
ent ienda que la pérd ida de la competencia sólo se conf igura cuando, 
una vez expi rado el  p lazo lega l s in q ue se haya proferid o  la  
providencia  que pone f in  a la instancia procesal,  una de las partes 
alegue su conf igurac ión, s in perju ic io de l deber de informar al  
Consejo  Super ior  de la Jud icatura sobre la ci rcunstancia  de haber 
t ranscurr ido d icho término sin  haberse proferido e l  auto o sentencia  
exigida en la ley.   
 

Y de forma mucho más reciente , en pronunciamiento consonante con las 

decisiones de la Corte Const i tucional,  la Corte Suprema de Just icia se ha 

pronunciado también sobre este tópico,  as í en sentencia STC 845-2022, 

aludiendo mayormente al saneamiento de dicha causal  de nul idad,  expuso 

dicha Corporación:  

 
“A part i r  de la expedic ión de esa providencia,  las discusiones acerca 
de la posibi l idad de conval idar la nul idad prevista en el art ículo 121 
quedaron zanjadas, y  no solo como efecto necesar io de la supres ión 
de la expres ión «de pleno derecho», declarada inexequib le por  la  
Corte Const i tuc ional,  s ino porque ese rasgo formal – la  saneabi l idad–  
podía deducirse pre l iminarmente,  a t ravés de rac ioc in ios que se 
consideraron más a justado a la Carta Polí t ica de 1991.  
 
Así lo  ha considerado la Sa la en diversos pronunciamientos,  
compendiados en el reciente fa l lo CSJ SC3712-2021, 25 ago, :  
 
«(. . . )  en STC15542 de 14 de noviembre de [2019, se] concedió la  
tutela que una  parte  sol ic i tó f rente  a un funcionario  de segunda 
instancia que el 20 de ju l io de ese periodo declaró  de of ic io la nu l idad 
de una sentencia que conocía en apelación, d ictada por el  a quo el  4 
de junio  anter ior ,  por fuera de l periodo estatuido en el  a lud id o 
precepto. En esa ocasión argumentó que “…al no estar la nul idad del 
art ícu lo 121 del Código General de Proceso taxat ivamente prevista  
como insaneable  y  al  no ser una ‘nu l idad especia l ’ ,  no es posible  
afirmar que es una anomalía procesal de tan grande mag nitud que 
no es susceptible  de convalidación o saneamiento .  De esta 
manera, s i  se actuó sin proponerla,  o la conval idó en forma expresa,  
la nul idad quedará saneada, pero si  la  parte la formula en la 
oportunidad prevista en el art ículo  134, s iempre que se c umplan los 
requis i tos señalados en el art ículo  135, y una vez ver i f icado el 
supuesto de hecho ind icado en el  ar t ícu lo 121 –que como se expl icó,  
no es objet ivo y admite el  descuento de demoras que no se deben a 
la desid ia del funcionario– ,  e l  juez deberá declarar la consecuencia  
juríd ica expresada en esa disposic ión” .  
 
En el mismo sent ido, en STC1693 de 2020, al  abordar el  reproche por 
el “proferimiento de la sentencia  de 16 de mayo de 2019,  con 
posterior idad al vencimiento del término de que trata el  art ícu lo 121 
del Código Genera l del Proceso”,  ponderando que en la  alud ida 
sentencia de const i tuc ional idad su homóloga di jo que “ la pérdida de 
la  competencia y  la nul idad consecuencial  a dicha pérdida,  debe ser  
a legada antes de proferi rse sentencia,  y segundo, que la  nulidad es 
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saneable en los términos del art ículo 136 del CGP ” ,  concluyó que 
“(…) teniendo en cuenta la interpretac ión que desde la  ópt ica 
const i tuciona l se consignó en e l c i tado precedente, la cual se acoge 
por respeto a la inst i tucional idad en tratá ndose de pronunciamientos 
de ese t ipo, e l  reclamo actual resu lta improcedente, toda vez que el  
descuido en el empleo de los medios de protección que existen hacia  
el  inter ior de las actuaciones judic ia les impide a l juez de tutela  
interfer i r  los t rámites respect ivos, pues la just ic ia const i tuc ional no es 
remedio de ú lt imo momento para rescatar oportunidades preclu idas o  
términos fenecidos, lo que s ignif ica  que cuando no se ut i l izan los 
mecanismos de protección previs tos en el orden juríd ico, las partes 
quedan vinculadas a las consecuencias de las decis iones que le sean 
adversas, en tanto el  resultado sería e l  f ru to de su propia  incur ia”.  
 
En suma, en v igencia del texto orig inal de l art ícu lo 121 procesal,  en 
sede de tute la,  la  Sa la tuvo posturas encontradas en  cuanto a  la  
posibi l idad de conval idar la nul idad al l í  prevista,  aunque en 2018 se 
incl inó por la que le otorgaba carácter insaneable;  s in  embargo, a 
part i r  de la C-443/19 ha aplicado irrestrictamente el  cri terio de 
saneabil idad que la Corte Consti tucional  pregonó,  no solo frente 
a los nuevos fal los que violaban los t iempos fi jados en esa 
disposición, sino a los anteriores a esa sentencia ( . . . )».   
 
Algunas jornadas después, esta Corporación rei teró que  
 
«(. . . )  la  ext inc ión de l marco tempora l para el  e jerc ic io de la  func ión 
jur isd icc ional no conduce inexorablemente a la pérdida de 
competencia del funcionario cognoscente, ni  a la nulidad de los 
actos profer idos con posterioridad ,  pues en los casos en que haya 
saneamiento expreso o táci to  se quebrantarán ta les consecuencias,  
dentro del  marco del  art ículo 136 del  Código Genera l de l Proceso  
( . . . ) .  Dicho de ot ra manera, queda fuera de dubitac ión que  ( . . . )  para 
que se produzcan los efectos inva l idantes después de agotado el  
t iempo para sentenciar,  es ind ispensable q ue alguno de los suje tos 
procesa les invoque este hecho antes de que actúe o de que se 
prof iera e l  vered icto,  pues en caso contrario se saneara e l  v ic io  y se 
dará preva lencia al  pr incip io de conservación de los actos procesa les.  
 
( . . . )  [Se]  t iene por admit ido que la  “posibi l idad de saneamiento,  
expreso o táci to ( . . . ) ,  apareja la desapar ic ión del error de act iv idad, 
salvo los casos donde no cabe su disponib i l idad por pr imar el  in terés 
públ ico,  pues s i  e l  agraviado no lo a lega, se ent iende que acepta sus 
consecuencias nocivas”  (SC, 1° mar.  2012,  rad.  n.°  2004 -00191-01).  
De manera que,  como e l art ícu lo 136 de la nueva cod if icación 
procesal estab lec ió ún icamente como insaneables las “nul idades por 
proceder contra  prov idencia e jecutoriada del super ior,  revivi r  un 
proceso legalmente concluido o pretermit i r  ín tegramente la respect iva 
instancia”,  quedó por fuera de esta categoría la causada por el  
vencimiento de l p lazo máximo para fa l lar  ( . . . ) .  Exp l icado de otra  
forma, en tanto el  mandato 121 nada dispuso sobre el  
saneamiento de la pérdida de competencia temporal ( . . . )  deberá 
acudirse al  marco general de las nulidades, compuesto por un 
l istado taxativo de motivos que no la admiten, dentro de los 
cuales no se encuentra aquélla,  siendo aplicable, entonces, el  
principio general de la convalidación» (CSJ SC3377-2021, 1  sep. ).   
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Puede conclu irse, entonces, que la nu l idad que consagra el  ar t ículo  
121 es saneable .  Sin embargo, debido e l pecul iar d iseño legislat ivo  
de ese precepto,  ese saneamiento se produce cuando las partes 
invocan – just i f icadamente–  la pérdida de competencia del  juez o  
magistrado cognoscente, y a renglón seguido permiten que ese mismo 
funcionar io cont inúe t ramitando la causa hasta dic tar sentencia,  s in  
sol ic i tar la inval idación de lo actuado.  
 
2. Oportunidad para alegar la nul idad de que trata el  art ículo  
121 del Código General del Proceso.  
 
Para arr ibar a la conclus ión que se anunció supra ,  debe recalcarse 
que la conformidad del  art ículo  121 -2 del  Código General  del  Proceso 
con la Const i tuc ión Polí t ica depende  de que se ent ienda «que la  
pérdida de la  competencia sólo se configura cuando, una vez 
expirado el plazo legal  s in que se haya proferido la prov idencia  que 
pone f in  a la instancia procesal,  una de las partes alegue su 
configuración», conforme lo  decantó la  Corte Const i tuc ional  en el  
fa l lo C-443/19,  ya c i tado.  
 
Es decir ,  para que se consol ide el  supuesto de pérdida de 
competencia que consagra la cod if icación procesal v igente,  se 
requiere que ( i )  acaezca el vencimiento  del p lazo máximo de duración 
del proceso sin  que se hubiera emit ido sentencia,  y que ( i i )  una de 
las partes invoque dicha c ircunstancia ante el  juez o  magist rado 
cognoscente, con ante lación a l  profer imiento  de aquel la prov idencia.   
 
De lo expuesto se s igue que la expirac ión del  lapso durante e l  cual se 
debe f in iqu itar la instancia no conl leva la  pérdida “automática” de 
competencia de l func ionar io que conoce la causa,  por lo que no 
habría razón para considerar v ic iado de nul idad el t rámite poster ior a l  
refer ido vencimiento.  En cambio,  cuando a l a ext inc ión de l p lazo se 
suma el  reclamo de parte,  e l  supuesto del art ícu lo 121 quedaría 
consumado –al menos por regla general– ,  comprometiendo la val idez 
de las actuaciones que a cont inuación adelante el  juez o magist rado 
que perdió competencia para compo ner la l i t is.  
 
Expresado de ot ro  modo, la –potencial–  inva l idación de las 
actuaciones u lter iores del funcionario que perdió competencia emerge 
como remedio a una i rregu lar idad muy puntual,  consistente  en que, 
contrariando las d irect r ices del ordenamiento,  d icho fa l lador persista  
en tramitar e l  proceso,  perdiendo de v ista la real izac ión del supuesto 
de pérdida de competencia del art ículo 121 – lo  cual supone el 
fenecimiento de l término de duración de la instancia,  sumado a l  
respect ivo a legato de parte– .   
 
Sin embargo, debe insist i rse en que la efect iva anu lación de « la  
actuación posterior que real ice el  juez que haya perdido competencia  
para emit i r  la respect iva prov idencia » no depende solamente de que 
se produzcan los hechos t ip i f icados en el art ícu lo 121, si no también 
de que alguna de las partes p ida que la nul idad se declare,  porque 
siendo esa i r regular idad saneable,  quedará conval idada s i  no se 
invoca antes de que se emita la sentencia respect iva.   
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Esa consecuencia ,  expresamente contemplada en la  declarato ria  de 
exequibi l idad condicionada del inc iso sexto  del  a lud ido canon 121, 
pero implíc i tamente contemplada en el  texto legal  or ig ina l –según lo  
expuesto supra– ,  está  relacionada con los supuestos de saneamiento 
previstos en los numerales 1 y  4 de l ar t ícu lo 136 del Código General  
del Proceso,  porque ( i )  quien podía proponer la nul idad « no lo  hizo 
oportunamente»,  y ( i i )  a l  d ictarse la sentencia «el acto procesal  
cumpl [e]  su f ina l idad  [ la soluc ión del conf l icto]  y no se vio l [a]  e l  
derecho de defensa».  

 

De la anter ior reseña jurisprudencial concluye este Despacho entonces que ,  

la causal de nul idad establecida en el art ículo 121 del C.G.P. no oper a de 

pleno derecho; es saneable;  la oportunidad para formularla es antes de que 

se dicte sentencia y ,  existen algunas c i rcunstancias que deben corroborarse 

en cada proceso para que proceda su apl icación.   

 

2. Analizado el expediente digi tal  content ivo del proceso de la referencia, 

evidencia este Despacho que aquí se cumplen los supuestos que hacen 

procedente la apl icación de la pérdida de competencia , como se pasa a 

detal lar:    

 

( i ) La pérdida de competencia fue alegada de forma oportuna , antes del 

proferimiento de sentencia  y después de haberse vencido el  año que tenía el 

juez para dictar sentencia, contado éste desde la úl t ima not i f icación de la 

parte pasiva que acaeció el 31 de jul io de 2018 , lo que impl ica que no operó 

el saneamiento de la nul idad.  

 

( i i ) El proceso no ha sido interrumpido o suspendido. En este punto es 

pert inente advert i r que, aunque con ocasión de la pandemia generada por el  

vi rus Covid19 y del estado de emergencia declarado por el lo, los términos 

judiciales y procesos se vieron suspendidos  durante un periodo de t iempo, 

esa si tuación no resulta apl icable al presente proceso, pues como se detal ló 

al  reseñar los antecedentes de este asunto, la sol ici tud de apl icación del 

art ículo 121 del C.G.P. data del  18 de sept iembre de 2019,  esto es,  varios 

meses antes al  inic io de la pandemia y,  son esas actuaciones anteriores a la 

sol ici tud las que se anal izan ahora .  
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( i i i )  El juez de primer grado, a pesar de contar con la posibi l idad de 

prorrogar la competencia, no emit ió pronunciamiento alguno en ese sent ido, 

prórroga que precisamente podía sustentar en las ci rcunstancias de 

dif icul tad del proceso y carga laboral que expuso al negar la apl icación del  

art ículo 121 plurimencionado.  

 

( iv) No se evidencia en el proceso el  uso desmedido o di latorio de los 

medios de defensa judicial  que incidieran en la duración de éste, en tanto,  

como lo af i rma el recurrente, la presentación de demanda de reconvención y 

de excepciones previas, son defensas normales que se pueden presentar en 

la mayoría de procesos y, los recursos formulados han sido en su mayoría 

derivados de esta discusión sobre nul idad por pérdida de competencia, lo 

que impl ica que son posteriores a la formulación de la sol ic i tud en dicho 

sent ido, sumado a que no son recursos improcedentes y a que la demora en 

la resolución de estos realmente le es imputable al juzgado y no a un abuso 

por parte de los recurrentes.  

 

(v) hasta el momento no se ha dictado sentencia de segunda instancia en 

este proceso, a pesar que la vinculación del úl t imo integrante de la parte 

demandada, como se di jo, acaeció el 31 de jul io de 2018.  

 

No desconoce este Despacho que la carga laboral  de lo s juzgados en 

Colombia, en su mayoría, es bastante alta y di f iculta el  cumplimiento estricto 

de los términos establecidos para la real ización de las actuaciones 

judiciales, pero precisamente para el lo estableció el legislador la posibi l idad 

de prorrogar la competencia, posibi l idad de la que no hizo uso el juez de 

primer grado en este caso; a lo que se agrega, que en este punto la labor de 

di rección del proceso por parte del  juez resulta determinante, por ejemplo, 

de cara a no permit i r cualquier excusa para acceder al aplazamiento de las 

audiencias, teniendo en cuenta la posibi l idad de sust i tución del poder que 

t ienen los apoderados judiciales.  

 

Tampoco se deja de lado el hecho de que este proceso mereció la 

integración del  l i t isconsorcio necesario con varia s personas y que incluso 
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para la not i f icación de algunas fue necesaria la designación de curador 

previo emplazamiento, pero dicha demora no es la que se reprocha en este 

caso, toda vez que el término se está contando desde la not i f icación del 

úl t imo vinculado y no desde que se not i f icó al úl t imo demandado inicial .    

 

Finalmente, aunque no ha sido objeto de discusión, es pert inente advert i r 

que aunque el  presente proceso inició por las reglas del Código de 

Procedimiento Civi l ,  le resulta apl icable lo establecido en el art ículo 121 del 

Código General del Proceso, pues por mandato del numeral 2 del art ículo 

627 del C.G.P.  “La prórroga del plazo de duración del proceso prevista en el  

art ículo 121 de este código, será apl icable, por decisión de juez o 

magist rado,  a los procesos en curso, al  momento de promulgarse esta ley ” ,  

lo que impl ica que dicha disposición estaba vigente al momento de haberse 

impetrado la demanda  

 

Puestas así las cosas, es palmario  que en el presente caso operó  la pérdida 

de competencia por no haberse dictado sentencia en el término de un año 

luego de estar not i f icado el  úl t imo integrante de la parte demandada, lo que 

impone la apl icación del art ículo 121 del  C.G.P. y,  en consecuencia, declarar 

la nul idad de lo actuado por el  Juez Segundo Civi l  del Circui to de Bel lo en 

este proceso desde el 31 de jul io de 2019, advi rt iendo que las pruebas que 

hubiesen sido recaudadas conservan val idez respecto de las partes que 

pudieron controvert i r las  y disponer la remisión del expediente al juez que 

sigue en turno, esto es,  al  Juzgado Primero Civi l  del Circuito de Bel lo . 

Además, se informará a la Sala Administ rat iva del Consejo Superior de la 

Judicatura para lo de su competencia  

 

Finalmente, teniendo en cuenta la resolución de la alzada es favorable a la 

parte recurrente, no habrá lugar a imponer condena en costas  en esta 

instancia.  

 

Por lo expuesto, la suscrita Magistrada Sustanciadora de la Sala Civil  del  

Tribunal Superior de Medellín,  
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IV. RESUELVE 

 

PRIMERO. REVOCAR la decisión denegatoria de nul idad adoptada por el  

Juzgado Segundo Civi l  del Circuito de Bel lo en providencia del  15 de octubre 

de 2019, por lo expuesto en la parte motiva.  

 

SEGUNDO.  En consecuencia se DECLARA  la nul idad de lo actuado por el  

Juez Segundo Civi l  del Circuito de Bel lo en este proce so desde el  31 de jul io 

de 2019, fecha en la cual  perdió competencia de conformidad con lo 

establecido en el art ículo 121 del C.G.P. ,  advi rt iendo que las pruebas que 

hubiesen sido recaudadas conservan val idez respecto de las partes que 

pudieron controvert i r las.  

 

TERCERO.   DISPONER  la remisión del presente proceso al Juzgado Primero 

Civi l  del  Circuito de Bel lo , para cuyo efecto,  se devolverá el expediente 

inicialmente al  Juzgado Segundo Civi l  del  Circuito de Medel l ín, quien deberá 

emit i r providencia de cumplimiento a lo resuelto por el  superior y real izar la 

remisión del expediente completo al Juzgado Primero Civi l  del Circui to de 

Bel lo.   

 

CUARTO. COMUNICAR la presente decisión a la Sala Administ rat iva del  

Consejo Superior de la Judicatura para lo de su com petencia, advir t iendo 

que el juez que perdió competencia fue el Doctor José Mauric io Giraldo 

Montoya.   

 

CUARTO. ABSTENERSE de imponer condena en costas.  

 

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 

 

 

MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 

Magistrada 

(F irma elect rónica conforme e l art ícu lo 105 del Cód igo Genera l del Proceso, en 

concordancia con las d isposic iones de la  Ley 2213 de 2022)  



Firmado Por:

Martha Cecilia Ospina Patiño

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 007 Civil

Tribunal Superior De Medellin - Antioquia
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: d8dad6d03cfe046377e2947ee1fd3d7853e3fa086e86b3b36319ac6dbf4fdae5

Documento generado en 25/08/2022 03:30:50 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica


